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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO
               SALA CIVIL FAMILIA

                        PEREIRA – RISARALDA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:
Sentencia -2a Instancia – 26 de enero de 2017

Radicación Nro. :
66001-31-03-005-2016-00131-01

Accionante:
DIANA MILENA ROCHA SUÁREZ
Accionado:
      

COLPENSIONES

Proceso:    
        
Acción de Tutela – Revoca decisión del a quo y declara improcedente la acción

Magistrado Ponente: 
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
Temas:   
DERECHO DE PETICIÓN / FALTA DE LEGITIMACIÓN POR ACTIVA / IMPROCEDENCIA. “En este caso, la controversia gira en torno al derecho fundamental de petición que se dice violentado. Sin embargo, estima la Sala que el fallo de primer grado debe ser revocado, por cuanto se encuentra comprometida la legitimación por activa (…). Para arribar a tal conclusión se recuerda que el artículo 10 del Decreto 2591 de 2001, le atribuye la legitimación para actuar en sede de tutela a la persona que recibe el agravio o la amenaza, por sí misma, sin necesidad de representación judicial; pero también puede valerse de un apoderado, en cuyo caso, es menester acreditar que se otorgó un poder especial para la acción de tutela, que no lo suple el que se hubiera conferido en el trámite de un proceso ante la jurisdicción ordinaria; incluso pueden agenciarse derechos ajenos, pero para que así ocurra, debe manifestarse esa circunstancia y acreditar la situación que genera esa forma de intervención; y finalmente, es posible valerse del Ministerio Público o de la Defensoría del Pueblo. Hechas estas precisiones, se tiene que la prueba que le sirve de soporte a la abogada Diana Milena Rocha Suárez para achacar a la entidad la vulneración del derecho impetrado, es la solicitud relacionada con el pago de unas costas procesales que elevó en su calidad de apoderada judicial de Doralba Mejía Duque, como lo dejan ver los anexos visibles a folios 6 a 9 del cuaderno principal, con lo que se concluye que no le asiste razón constitucional para invocar la trasgresión de sus propios intereses, si bien toda su actuación la viene desarrollando en favor de su poderdante, de manera que la cuenta del cobro, razonablemente se infiere que la presentó para que le fuera pagada la suma respectiva a su representada.  Dicho en otras palabras, quien puede discutir que se le vulnera su derecho de petición en este asunto, es María Doralba Mejía Duque, antes que su apoderada judicial que no ha sido directa afectada. Y como aquella nada ha reclamado, en tanto que la accionante acude a esta vía sin aportar un poder que la faculte para representarla, no se cumple ese requisito de la legitimación.”.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

         SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrado Ponente: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira enero veintiséis de dos mil diecisiete
Expediente 66001-31-03-005-2016-00131-01
Acta N° 32 de enero 26 de 2017
Procede la Sala a decidir la impugnación presentada por COLPENSIONES frente a la sentencia del 21 de noviembre de 2016, proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de esta ciudad, en la acción de tutela que en su contra promovió Diana Milena Rocha Suárez. 

  



ANTECEDENTES
  



Diana Milena Rocha Suárez, quien actúa en su propio nombre, reclamó la protección de su derecho  fundamental de petición, vulnerado dijo, por la Administradora Colombiana de Pensiones (Colpensiones) por la omisión de una respuesta a la solicitud que elevó el 15 de septiembre de 2016.
 



Narró, en síntesis, que en la fecha pre-anotada, radicó ante la entidad demandada, solicitud con el fin de que se le informara la fecha exacta en la que se realizaría el pago de las costas procesales a que fue condenada dentro del proceso ordinario en el que el Juzgado Cuarto Municipal de Pequeñas Causas Laborales profirió sentencia, juicio seguido a instancia de María Doralba Mejía Duque con el objeto de obtener un retroactivo pensional, pero a la fecha no ha obtenido una respuesta de fondo.
 



Pidió, por ende, el amparo del derecho reclamado y como consecuencia de ello, que se ordenara a la entidad demandada contestarle cuándo será incluida en nómina el pago de las costas procesales.
  



El juzgado de conocimiento le dio trámite a la acción y notificó a la entidad por medio de los Gerentes Nacionales de Reconocimiento y de Nómina; asimismo se dispuso enterar al representante legal de la entidad seccional Risaralda y a su apoderada judicial.
No hubo pronunciamiento de ninguno de ellos y sobrevino el fallo en el que la funcionaria concedió el amparo deprecado y ordenó a los mencionados gerentes nacionales que en el término de 15 días procedieran a brindar la respuesta del caso. 
Impugnó la parte demandada con el argumento de que debe declararse la carencia actual de objeto, por cuanto procedió así desde el 10 de noviembre de 2016, mediante oficio que fue enviado por medio de la empresa de mensajería Thomas Express.
CONSIDERACIONES

Por sabido se tiene que desde 1991 impera en nuestro sistema jurídico la acción de tutela como un mecanismo constitucional que, de acuerdo con el artículo 86 de la Carta, le permite a toda persona acudir a un juez para conseguir la protección de sus derechos fundamentales, siempre que ellos estén |siendo amenazados o vulnerados por una autoridad, y en algunos casos por particulares. 

En este caso, la controversia gira en torno al derecho fundamental de petición que se dice violentado. Sin embargo, estima la Sala que el fallo de primer grado debe ser revocado, por cuanto se encuentra comprometida la legitimación por activa tal como se explicará, pasa a explicarse, no sin advertir que pese a que COLPENSIONES ha acudido como única apelante, el fallo puede modificarse en forma amplia, ya que en esta acción constitucional no opera el principio de prohibición de reforma en peor, como con firmeza lo viene sosteniendo la Corte Constitucional de tiempo atrás
.  
Para arribar a tal conclusión se recuerda que el artículo 10 del Decreto 2591 de 2001, le atribuye la legitimación para actuar en sede de tutela a la persona que recibe el agravio o la amenaza, por sí misma, sin necesidad de representación judicial; pero también puede valerse de un apoderado, en cuyo caso, es menester acreditar que se otorgó un poder especial para la acción de tutela, que no lo suple el que se hubiera conferido en el trámite de un proceso ante la jurisdicción ordinaria; incluso pueden agenciarse derechos ajenos, pero para que así ocurra, debe manifestarse esa circunstancia y acreditar la situación que genera esa forma de intervención; y finalmente, es posible valerse del Ministerio Público o de la Defensoría del Pueblo. 
Hechas estas precisiones, se tiene que la prueba que le sirve de soporte a la abogada Diana Milena Rocha Suárez para achacar a la entidad la vulneración del derecho impetrado, es la solicitud relacionada con el pago de unas costas procesales que elevó en su calidad de apoderada judicial de Doralba Mejía Duque, como lo dejan ver los anexos visibles a folios 6 a 9 del cuaderno principal, con lo que se concluye que no le asiste razón constitucional para invocar la trasgresión de sus propios intereses, si bien toda su actuación la viene desarrollando en favor de su poderdante, de manera que la cuenta del cobro, razonablemente se infiere que la presentó para que le fuera pagada la suma respectiva a su representada. 
Dicho en otras palabras, quien puede discutir que se le vulnera su derecho de petición en este asunto, es María Doralba Mejía Duque, antes que su apoderada judicial que no ha sido directa afectada. Y como aquella nada ha reclamado, en tanto que la accionante acude a esta vía sin aportar un poder que la faculte para representarla, no se cumple ese requisito de la legitimación.

 



Sobre asuntos de similar matiz, de antaño, en posición jurisprudencial pacífica y sostenida
, la Corte Constitucional, ha tratado cuestiones aparejables al caso que nos ocupa; es así como en la Sentencia T- 207 de 1997, dijo:

  



“En cuanto atañe a los derechos propiamente laborales, invocados por los abogados en los casos bajo estudio, referentes a relaciones de trabajo de sus prohijados, no cabe duda de que la gestión encomendada se adelantaba en búsqueda de la protección judicial para los poderdantes y en relación muy específica con los derechos individuales de cada uno, en sus respectivas circunstancias. En otras palabras, los apoderados actuaban a nombre y en representación de los directamente interesados y, por tanto, es evidente que los verdaderos titulares de los derechos alegados no eran ni son personas distintas de los propios extrabajadores de la empresa Puertos de Colombia, razón por la cual la mayoría de jueces negaron el amparo solicitado y, a juicio de la Corte, lo hicieron acertadamente en cuanto el fondo mismo de las pretensiones fuera -como lo fue en varios casos- típica y claramente laboral.
 
  



(…)
 



En lo referente al interés particular, si bien la norma no distingue y de la Constitución no podría derivarse que el derecho de petición en esa modalidad esté exclusivamente representado por el interés propio y exclusivo de quien dirige la petición -por lo cual hace parte del núcleo esencial del derecho la posibilidad de "pedir para otro", en la seguridad de obtener oportuna respuesta-, es claro que, si quien dice representar a alguien adelanta una gestión profesional, como la que cumple el abogado, y no simplemente voluntaria, las normas aplicables a las peticiones que el representante eleve ante la autoridad son las propias de esa profesión, que tiene en nuestro sistema jurídico un régimen especial, además de las consagradas para el tipo de asunto que se tramita. Así, si se trata de un proceso judicial, serán las reglas propias del respectivo juicio las que deban observarse, con arreglo al artículo 29 de la Carta.
 
  



En la materia que nos ocupa, el derecho de petición invocado por los abogados tenía claramente una finalidad relacionada con intereses particulares, pero debía calificarse, de manera mucho más específica, como gestión profesional ante FONCOLPUERTOS para la reclamación de prestaciones sociales, y luego ante los jueces para el ejercicio de la acción de tutela, en dos fases de la actuación de representación totalmente diferenciables.
 
 



Por lo tanto, los profesionales que obraban no estaban ejerciendo su propio derecho de petición sino concretamente el de sus poderdantes, quienes, por conducto de ellos, deprecaban algo ante la administración. Aplicando las reglas propias de las actuaciones administrativas contempladas en el Código correspondiente, debían por ello acreditar la condición en que obraban.
 
 



Es necesario advertir, entonces, que en los casos que se enuncian, los verdaderos titulares del derecho de petición eran los extrabajadores afectados o interesados en el fondo de la decisión. Ello es así por cuanto, en virtud de un contrato de mandato, los abogados actúan en representación de otros. Cuando éstos acuden ante la administración para formular peticiones o reclamaciones, lo hacen amparados en un poder previa y debidamente otorgado.
 
 



Así, en caso de no obtener respuesta por parte de la administración, a quien se viola el derecho consagrado en el artículo 23 de la Constitución, no es al representante, sino al representado.
 
 



Si se admitiera la tesis expuesta en los casos bajo examen, sobre la radicación del derecho de petición en la persona del representante, se podría arribar a una de dos conclusiones, igualmente perversas: la exclusión del derecho de petición en cabeza de los trabajadores, desconociendo flagrantemente el artículo 23 de la Carta, o la existencia de dos sujetos titulares del derecho de petición, de manera simultánea y en cuanto a las mismas pretensiones, y así la administración estaría obligada a responder no sólo al apoderado sino a cada uno de los poderdantes.
 
  



(…)
       



Así las cosas, esta Sala encuentra que no existe legitimidad en la causa para instaurar la acción de tutela a nombre propio, por parte de los abogados que apoderaron, ante la administración,  a los antiguos trabajadores de la empresa Puertos de Colombia.”
 
 Esta línea jurisprudencial está a tono con lo que es materia de resolución, por lo que no queda alternativa diversa a la de revocar el fallo, para, en su lugar, declarar la improcedencia de la acción.
DECISIÓN

Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal  Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la Republica de Colombia y por autoridad de la ley, REVOCA la sentencia proferida el 21 de noviembre de 2016 por el Juzgado Quino Civil del Circuito local, en esta acción de tutela iniciada por Diana Milena Rocha Suárez contra COLPENSIONES.

En su lugar se declara IMPROCEDENTE.

   



Notifíquese esta decisión a las partes y demás interesados, en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992; oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

  CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  

DUBERNEY GRISALES HERRERA
U� Sentencia T-913 de 1999


� Sentencias T-207 de 1997, T-575 de 1997, T-821 de 1999, T-765 de 2009
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